
 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

    
Bogotá D.C., doce (12) de junio de dos mil veinte (2020). 

 
 

 
Se decide sobre la ACCIÓN DE TUTELA formulada por el señor LUIS ALBERTO 

MONTOYA OSORIO en contra de la UNIDAD PARA LA ATENCIÒN Y 

REPARACIÒN INTEGRAL A LAS VÌCTIMAS, por la presunta violación del 

derecho fundamental de petición. 

 
 ANTECEDENTES 

 HECHOS: 

 
Como hechos relevantes se tienen los siguientes:  
 

1. Que hizo su declaración como víctima del conflicto armado en el año 2015. 

2. Que no recibió ayuda humanitaria debido a que entre la fecha de del hecho 

y la fecha de declaración había transcurrido más de un año.  Debido a que 

no era beneficiario de las ayudas humanitarias, solicitó la inclusión para 

que le concedan la indemnización por vía de reparación administrativa. 

3. Que en el centro local de atención a víctimas en Chapinero, en la calle 

63#15-58, le informaron que su indemnización sería de 17 salarios 

mínimos legales mensuales vigentes y que debía esperar 6 meses 

contando solo los días hábiles, mientras se emitía el acto administrativo 

que ordene su indemnización. 

4. Pasados los 6 meses señalados, solicitó el acto administrativo donde se 

le reconocía la indemnización por los 17 smlmv. 

5. Que el 14 de febrero, recibió el radicado Nº 41103797, correspondiente a 

un derecho de petición que había radicado, donde le indicaron que “los 

datos suministrados por el accionante, no permiten establecer su estado 

en el Registro Único de Víctimas, debido a que no presenta un número de 

documento de identidad y/o nombre legible, por tanto, hasta que allegue 

copia clara y legible del documento de identidad no le pueden dar trámite 

a su petición. 

NATURALEZA DEL 
PROCESO: 

ACCIÓN DE TUTELA 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2020-00130-00 
DEMANDATE: LUIS ALBERTO MONTOYA OSORIO 

DEMANDADO: UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y 
REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS 
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6. Que con base en lo anterior, verificó que sus datos estuvieran en orden y 

volvió a presentar derecho de petición el 8 de mayo de 2020 ante la 

UARIV. 

7. Que es una persona víctima del conflicto armado, su núcleo familiar está 

conformado por su madre, quien se encuentra en estado de discapacidad, 

su hermano, quien está en proceso de reincorporación a la vida civil 

después a de acogerse a las condiciones del proceso de paz firmado en 

la Habana, y él, quien además es un campesino sin tierra y se encuentra 

en condición de extrema pobreza y vulnerabilidad. 

8. Que en la actualidad se encuentra desempleado, debiendo 4 meses de 

arriendo y aguantando hambre, debido a su situación económica no puede 

suplir sus necesidades básicas. 

9. Que al momento de interponer esta tutela, no ha recibido respuesta de la 

accionada. 

 

PRETENSIONES: 
 
 
Las pretensiones de la solicitud de tutela son: 

 
“1) Solicito señor juez, se reconozca la violación al artículo 23 de la constitución política, y proteja los derechos 
fundamentales derivados del mismo. 
 
2) Se reconozca que a causa de mi condición de campesino sin tierra y víctima del desplazamiento en el 
marco del conflicto armado colombiano; me encuentro en estado de vulnerabilidad, extrema pobreza y 
debilidad manifiesta, junto con mi familia, toda vez que no cuento con la capacidad de garantizar ni siquier el 
mínimo vital. 
 
3) Exija a la Unidad de Víctimas, me otorgue la INDEMNIZACIÓN POR VIA ADMINISTRATIVA PARA 
VÍCTIMAS DE DESPLAZAMIENTO FORZADO toda vez que, “El estado protegerá especialmente a aquellas 
personas que, por su condición económica, física, o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 
manifiesta y sancionara los abusos o maltratos que contra ellas se cometan” y su vez comprendiendo que la 
defensoría del pueblo ha dicho que: “Los campesinos constituyen un grupo social específico en condición de 
vulnerabilidad por lo que la protección de sus derechos humanos requiere de medidas especiales para 
asegurar que el Estado colombiano los respete,proteja y garantice”. 
 
4) Exija a la Unidad de Víctimas, me otorgue la INDEMNIZACIÓN POR VIA ADMINISTRATIVA PARA 
VÍCTIMAS DE DESPLAZAMIENTO FORZADO, toda vez que llevo casi 5 años esperando la indemnización 
y no he recibido respuesta de fondo a mi situación. 
 
5) Solicito me garantice las condiciones necesarias para poder satisfacer mis necesidades básicas 
insatisfechas y tener una vida digna mientras se hace efectiva la indemnización.” 

 
 
 

2. TRÁMITE PROCESAL 
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La solicitud de tutela fue admitida el 1 de junio de 2020, y se ordenó notificar al 

representante legal de la entidad accionada, a fin de que rindiera el respectivo 

informe. 

 

Informe de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
– UARIV-. 
 
El Jefe de la oficina asesora jurídica de la UARIV, contestó la tutela indicando 
que frente a la entrega de la indemnización administrativa, deben seguir el 
procedimiento contemplado en la Resolución 01049 del 15 de marzo de 2019, 
estableciendo cuatro fases dentro del procedimiento a saber: 

i) Fase de solicitud de indemnización administrativa. 
ii) Fase de análisis de la solicitud. 
iii) Fase de respuesta de fondo de la solicitud. 
iv) Fase de entrega de la medida de indemnización. 

 
Que las rutas en la Resolución 01049 de 2019, son las siguientes: 
 

• Ruta priorizada: solicitudes que acrediten situaciones de extrema 
vulnerabilidad según los dispuesto en el artículo 4 de la citada Resolución. 

• Ruta general: Solicitudes en las que no se acredite ninguna situación 
extrema de vulnerabilidad. 

 
Que el procedimiento establecido por esa Unidad, busca la garantía y protección 
de los derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y a la reparación 
integral; es menester que considere que es jurídicamente razonable la espera 
que pedimos a las víctimas en cada proceso particular, pues el Estado sigue 
adelantando acciones positivas en aras de conseguir indemnizar a todos aquellos 
que tengan derecho a la medida, pero con la comprensión de que, como ya ha 
sido manifestado por la Corte, “(s)i bien los derechos fundamentales de las 
víctimas deben ser garantizados de manera oportuna, cuando un Estado se 
enfrenta a la tarea de indemnizar a millones de personas y no cuenta con los 
recursos suficientes, es factible plantear estrategias de reparación en plazos 
razonables y atendiendo a criterios de priorización.  
 
Que en lo que respecta al señor Luis Alberto Montoya Osorio, han dado inicio a 
un proceso detallado, amparado en los criterios legales de gradualidad, 
progresividad y sostenibilidad fiscal.  Que el accionante, había iniciado un 
proceso de documentación para acceder a la indemnización administrativa 
ingresado al procedimiento por RUTA GENERAl, por lo que la Unidad le brindó 
una respuesta de fondo por medio de la Resolución Nº 04102019-398498 del 12 
de marzdo de 2020, en la que se decidió reconocer la medida de indemnización 
administrativa por el hecho victimizante DESPLAZAMIENTO FORZADO. 
 
Que frente a la fecha de pago, advirtió que el orden de ortogamiento o pago de 
la indemnización estará sujeto al resultado del Método Técnico de Priorización, 
en razón al artículo 14 de la Resolución 1049 de 2019, que indica: 
 

“En el caso que proceda el reconocimiento de la indemnización y la víctima haya 
acreditado alguna de las situaciones de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad 
referidas en el artículo 4 del presente acto administrativo, se priorizará la entrega de la 
medida de indemnización, atendiendo a la disponibilidad presupuestal de la Unidad para 
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las Víctimas. En caso de que, los reconocimientos de indemnización en estas situaciones 
de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad superen el presupuesto asignado a la 
Unidad para las Víctimas en la respectiva vigencia, el pago de la medida se hará efectivo 
en la siguiente vigencia presupuestal.  
 
En el tránsito entre vigencias presupuestales no se modificará el orden o la colocación de 
las víctimas priorizadas en las listas ordinales que, se posicionarán en la medida que 
obtengan firmeza los actos administrativos que reconocen la medida de indemnización y 
ordenan su pago. En los demás casos donde haya procedido el reconocimiento de la 
indemnización, el orden de priorización para la entrega de la medida de indemnización se 
definirá a través de la aplicación del método técnico de priorización.  
 
La entrega de la indemnización se realizará siempre y cuando haya disponibilidad 
presupuestal, luego de entregar la medida en los términos del inciso primero del presente 
artículo. En todos los casos que proceda la entrega de la indemnización, la Unidad para 
las Víctimas comunicará a la víctima solicitante acerca del periodo de que dispone para 
hacer efectivo el pago de la medida de indemnización”.  

 

Que teniendo en cuenta que los recursos por concepto de indemnización 
administrativa para la vigencia 2021 la Unidad para la Víctimas, aplicará el 
Método Técnico de Priorización en el primer semestre del año 2021, para 
determinar, de las personas que fueron reconocidas hasta el 31 de diciembre 
de 2020 sin criterio de priorización, a cuales se les realizará la entrega de los 
recursos durante esta vigencia, conforme a la disponibilidad de recursos 
destinados para éste efecto. 
 
En este sentido y teniendo en cuenta que el Método Técnico de Priorización 
solo se aplica de manera anual, el accionante deberá esperar a fin de que se 
ejecute esta herramienta técnica, que permitirá definir si será priorizado(a), 
evento en el cual la Unidad le informará, a través de los distintos canales de 
atención, el momento de entrega de esta medida.  
 
Indica además que,  la Entidad no ha vulnerado derecho fundamental alguno 
a la parte accionante. En consecuencia, le solicita al Despacho, 
respetuosamente declare la IMPROCEDENCIA, del amparo deprecado.  
 
 

3. CONSIDERACIONES 

 
El artículo 86 de la Constitución Política, fue reglamentado mediante el Decreto 

2591 de 1991, que en su artículo 1° establece: "Toda persona tendrá acción de 

tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un 

procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe en su 

nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por 

la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los 

casos que señala este decreto", la cual, en principio, procederá cuando el 

afectado no disponga de otro medio de defensa judicial. 
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En el evento de existir esa otra herramienta de defensa, la tutela será procedente 

si se alega que se propone como mecanismo transitorio con el que se busca 

evitar un perjuicio irremediable.  

Por su parte el artículo 23 de la misma norma, consagra el derecho de petición 

como la posibilidad de toda persona de “… presentar peticiones respetuosas a 

las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta 

resolución”.  

 

Sobre el contenido y alcance del derecho de petición se ha pronunciado la Corte 

Constitucional1, precisando que:  

  

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la 
efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. 
Además, porque mediante él se garantizan otros derechos 
constitucionales, como los derechos a la información, a la participación 
política y a la libertad de expresión. 

  

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución 
pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad 
de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el 
sentido de lo decidido. 
  
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. 
Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con 
lo solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se 
cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho 
constitucional fundamental de petición. 
  
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni 
tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (…)” 

 

3.1. Derecho Fundamental de Petición. 

   
El artículo 23 de la Constitución Política consagra el derecho de petición como la 

posibilidad de toda persona de “… presentar peticiones respetuosas a las autoridades por 

motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución”.  

 
De conformidad con este postulado constitucional, la jurisprudencia ha 

establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición 

comprende los siguientes cuatro elementos: 

 

 
1 Sala Séptima de Revisión de Tutelas de la Corte Constitucional, Expediente T-3.265.201, Sentencia del 2 de marzo de 
2012, M. P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
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(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, 
solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o 
tramitarlas; 
 
(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión 
en los términos consagrados en la ley; 
 
(iii) el derecho a que se resuelva de fondo, de manera clara, precisa y 
congruente con lo solicitado, y 
 
(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o 
información requerida. 

 
Así las cosas, para que se entienda satisfecho el derecho de petición, no basta 

únicamente con que se dé respuesta a la solicitud que se le formula, sino que, 

además, esta debe ser comunicada al interesado, pues, sólo así se puede ejercer 

el derecho de contradicción implícito dentro del derecho al debido proceso, 

igualmente, fundamental, y de protección inmediata. 

 
Ahora bien, en relación con la respuesta que se brinde al derecho de petición, 

esta debe reunir ciertos requisitos, a saber: debe ser pronta, oportuna, de fondo, 

clara, precisa y congruente, lo que impone de manera previa, la verificación de 

los hechos puestos en conocimiento, la exposición del marco jurídico que regula 

el tema sobre el cual se está cuestionando, para luego de su análisis y 

confrontación, concluir con una contestación plena que asegure que el derecho 

de petición se ha respetado y que se ha producido una respuesta efectiva, sin 

importar que la misma sea favorable o no a los intereses del peticionario2. 

 
No sobra advertir que la entidad que debe dar respuesta no está obligada, 

como parte del núcleo esencial del derecho de petición, a acceder a las 

pretensiones del peticionario. Así, el que se genere una respuesta no supone 

la aceptación de lo solicitado. Por lo mismo, no puede inferirse, que en el 

supuesto de que haya operado el silencio administrativo negativo, ello suponga 

que se haya dado respuesta efectiva al derecho de petición, pues ello solo prueba 

la vulneración del derecho fundamental de petición3 . 

 
Debe anotarse que la jurisprudencia constitucional ha sido clara en señalar que, 

si la entidad requerida por vía de un derecho de petición no puede dar respuesta 

de manera oportuna a la solicitud, ésta deberá informar acerca de los 

 
2 Sentencia T-395 de 2008, Dr. Humberto Antonio Sierra Porto. 
3 Sentencia T-1104 de 2002, Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
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inconvenientes para dar una respuesta de fondo en ese momento, debiendo 

indicar en todo caso, el plazo aproximado dentro del cual absolverá de manera 

efectiva tal petición. 

 
Lo anterior, permite concluir que las respuestas que incumplan con los requisitos 

implícitos en el artículo 23 Superior, condenan al peticionario a una situación de 

incertidumbre, por cuanto éste no logra aclarar sus inquietudes, especialmente 

si se considera que, en muchos eventos, de esa respuesta depende el ejercicio 

de otros derechos subjetivos4. 

 
3.2. De la indemnización administrativa. 

 
La indemnización administrativa, se encuentra regulada por el Decreto 4800 de 

2011 y la Ley 1448 de 2011, disposiciones que establecen un procedimiento 

especial para la solicitud de la indemnización por reparación administrativa como 

es el caso que nos ocupa. 

  
Esta figura ha sido concebida como una forma de resarcir los daños y perjuicios 

que han tenido que soportar las víctimas de la violencia nacional, 

contemplándose como un complemento de la reconciliación nacional, la 

dignificación de las víctimas y la vinculación de éstas en programas y esquemas 

de inclusión social.  

 
Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia del once (11) de agosto del dos 

mil once (2011), expediente T- 3.001.628, con ponencia del Magistrado Humberto 

Antonio Sierra Porto, señaló: “En tal sentido, es preciso partir del concepto mismo que trae 

el decreto 1290 de 2008 sobre reparación administrativa: Artículo 2°. Definiciones. Para los 

efectos del presente programa se adoptan las siguientes definiciones: Reparación individual 

administrativa. De acuerdo con el principio de solidaridad, se entiende por reparación individual 

administrativa el conjunto de medidas de reparación que el Estado reconozca a las víctimas de 

violaciones de sus derechos fundamentales, por hechos atribuibles a los grupos armados 

organizados al margen de la ley; sin perjuicio de la responsabilidad de los victimarios y de la 

responsabilidad subsidiaria o residual del Estado. Como puede observarse, para ser beneficiario 

de la reparación administrativa no basta con haber sufrido un daño en el ejercicio de sus derechos 

fundamentales, sino que igualmente tal acción u omisión debe ser atribuible a un grupo armado 

al margen de la ley. Debe por tanto existir un nexo de causalidad entre el accionar de tales 

organizaciones delictivas y el perjuicio sufrido por la víctima. La anterior conclusión se refuerza 

con la simple lectura del concepto de “destinatario o beneficiario”, presente en el mismo texto 

 
4 Sentencia T-1753 de 2000, Dr. Álvaro Tafur Galvis. 
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normativo: Destinatarios o beneficiarios. Se consideran destinatarios o beneficiarios del presente 

programa las personas que hubieren sufrido daño directo como consecuencia de la violación de 

sus derechos fundamentales por acción de los grupos armados organizados al margen de la ley.” 

 
3.3. Auto 206 de 20175 

 
La Corte Constitucional, respecto del derecho a la indemnización de las víctimas 

de desplazamiento forzado, reconoció que las víctimas de violaciones graves a 

los derechos humanos son titulares de los derechos de la verdad, la justicia, la 

reparación y las garantías de no repetición, bajo el entendido de que se trata de 

un conjunto de derechos inescindibles. Así mismo, en lo concerniente a la 

reparación, sostuvo que se trata de un derecho complejo que posee una 

naturaleza fundamental amparada por las normas internacionales de derechos 

humanos, la jurisprudencia de los organismos internacionales y nuestra Carta 

Magna.   

 
El fundamento del deber de reparar radica en la obligación general del Estado 

concerniente al respeto y la garantía de los derechos de todas las personas bajo 

su jurisdicción.  Por tanto, ante vulneraciones graves y generalizadas de 

derechos humanos, surge la obligación de reparar integralmente su dignidad.  

 
A pesar de que el derecho a la reparación es fundamental, la jurisprudencia 

precisó que esto no quiere decir que pueda considerarse como un derecho 

absoluto que pueda ser exigido inmediatamente por todas las víctimas del 

conflicto armado, no obstante, reiteró que las limitaciones presupuestales “nunca 

podrán traducirse en una afectación excesiva o en una negación o 

desnaturalización de los derechos de las víctimas”. La Corte dirimió esta tensión 

al estudiar la constitucionalidad de los principios de progresividad y 

sostenibilidad, recogidos en los artículos 17 y 19 de la Ley 1448 de 2011. Así las 

cosas, la jurisprudencia constitucional, si bien los derechos de las víctimas se 

reconocen de manera inmediata, su contenido se amplía progresivamente y su 

cobertura se extiende gradualmente respecto de la totalidad de las víctimas a que 

se refiere la ley. 

 

 
5 Ref.: Respuesta a las solicitudes elevadas por las directoras de la Unidad para las Víctimas y la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado, presentadas ante esta Sala Especial de Seguimiento en el marco 
del ECI declarado en la sentencia T-025 del 2004 y del auto 373 del 2016. Magistrada Ponente: Dra. 
Gloria Stella Ortiz Delgado 
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Por tal razón, encontró razonable que los programas masivos de reparación 

administrativa, característicos de contextos de violencia generalizada, no se 

encuentren en la capacidad de indemnizar por completo a todas las víctimas en 

un mismo momento.  En este tipo de situaciones, la Corte encontró que es 

legítimo definir plazos razonables para otorgar la indemnización administrativa y 

acoger, en esa dirección, determinados criterios que permitan priorizar la entrega 

de las medidas que correspondan.  

 

3.4 Caso concreto. 

 

Se advierte la existencia de hecho superado y consecuente 

improcedibilidad del amparo constitucional, como quiera que se encuentra 

probado, que desde el pasado 30 de mayo de 2020, cesó la situación de 

afectación al derecho de petición del señor LUIS ALBERTO MONTOYA 

OSORIO, en efecto, procesalmente se encuentra establecido, que la aquí 

accionada, UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, profirió y comunicó respuesta a la petición incoada. 

 

Vale la pena resaltar, que el Despacho revisó la respuesta dada a la solicitud 

formulada por el señor MONTOYA OSORIO, en donde se pudo constatar que la 

entidad dio respuesta de fondo informándole que: 

 

El 12 de marzo del año que transcurre, se emitió la Resolución Nº 04102019-

398498, en la que se le decidió otorgar la medida de indemnización administrativa 

por el hecho victimizantes de DESPLAZAMIENTO FORZADO.  Al realizar el 

reconocimiento de la medida, dispuso en su caso particular, aplicar el Método 

Técnico de Priorización, en atención a que no cumplía con los criterios de 

priorización establecidos en el artículo 4 de la Resolución 1049 de 20196. 

 

Respecto al Método Técnico de Priorización, le indicó: 

 

 
6 Resolución 1049 de 2019. Artículo 4. Situaciones de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad.  Para los efectos del presente 
acto administrativo se entenderá que una víctima, individualmente considerada, se encuentra en urgencia manifiesta o extrema 
vulnerabilidad cuando de acredite: 

A. Edad: Igual o superior a los 74 años. 
B. Enfermedad: Tener enfermedades huérfanas, de tipo ruinoso, catastrófico o de alto costo definidas como tales por el 

Ministerio de Salud y Protección Social. 
C. Discapacidad. Tener discapacidad que se certifique bajo los criterios, condiciones e instrumentos pertinentes y 

conducentes que establezca el Ministerio de Salud y Protección Social o la Superintendencia Nacional de Salud. 
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(…)

 

Ahora bien, revisados los soportes adjuntos con la contestación de tutela se pudo 

constatar que tal como lo indicó la UARIV, la respuesta fue enviada nuevamente 

por correo electrónico aportado por el accionante el 8 de junio de 2020, como se 

observa en el siguiente pantallazo: 

 

De acuerdo con lo anterior, la UARIV informó al accionante el procedimiento 

establecido para el pago de la indemnización administrativa que le fuere 

reconocida, por tanto, deberá acogerse al procedimiento establecido en la 

Resolución 1049 de 2019, en los tiempos determinados para tal fin, como quiera, 

que no se está inmerso en ninguna situación de urgencia manifiesta o extrema 

vulnerabilidad. 

 

En consecuencia, como quiera que la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y 

REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS respondió de forma congruente la 

petición formulada, y es deber del señor LUIS ALBERTO MONTOYA OSORIO, 
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atender lo señalado por la accionada, y seguir la ruta sobre la indemnización 

administrativa, no hay lugar a acceder a las pretensiones formuladas mediante la 

presente acción constitucional, por tanto, estamos en presencia de carencia 

actual de objeto por hecho superado, por cuanto la situación de hecho que originó 

la presunta amenaza a los derechos fundamentales del accionante desapareció 

y/o se encuentra superada7. 

 

En reiterada jurisprudencia, la Corte Constitucional respecto de la Carencia 

Actual de Objeto, ha manifestado: 

 

(…) 

La carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento 
de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por 
completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, razón por la cual 
cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, 
aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido 
antes de que el mismo diera orden alguna. Respecto a la carencia actual de 
objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el propósito de la acción de 
tutela se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, 
cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las 
autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente 
consagrados en la ley. Sin embargo, cuando la situación de hecho que origina la 
supuesta amenaza o vulneración del derecho desaparece o se encuentra 
superada, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues en estas condiciones 
no existiría una orden que impartir. Por otro lado, la carencia actual de objeto por 
daño consumado se presenta cuando la vulneración o amenaza del derecho 
fundamental ha producido el perjuicio que se pretendía evitar con la acción de 
tutela, de modo tal que ya no es posible hacer cesar la violación o impedir que se 
concrete el peligro, y lo único que procede es el resarcimiento del daño causado 
por la vulneración del derecho fundamental. (…) 

  
 
En consecuencia se declarará carencia actual de objeto por hecho superado. 
 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en 

nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

FALLA 

 

 
7 T-358 de 2014. 
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PRIMERO: Declárese Carencia actual de objeto por hecho superado, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Comunicar a las partes por el medio más expedito de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, remítase a la H. Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ     

 
 

LYGM 

 
 

  
 
 


